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De la bnéna ó mala organización del Po- 
der Judicial deriva la felicidad ó la desgra- 
cia de los ciudadanos. 

Henbion de Panset. 

La justicia es la primera necesidad de los 
pueblos y la salvaguardia de los gobiernos. 

La Boubdalüe. 

La justice est le pain des peuples, il en est 

toujours affamé. 

Chateaubriand. 




A primera Sala del Tribunal Superior de 
Justicia del Distrito acaba de pronunciar 
sentencia definitiva en última instancia en 
el juicio de interdicción promovido contra el Sr. 
Lie. D. Felipe Raygosa. Esta determinación judi- 
cial comprende dos puntos principales : primero, la 
interdicción que los tribunales inferiores habian 
considerado absoluta, ha sido declarada parcial; 
segundo, la condenación en costas impuesta per- 
sonalmente al tutor interino, por haber defendido 
con empeño los intereses de la persona que la ley 
puso bajo su guarda, ha sido revocada por unani- 
midad absoluta de los Magistrados que formaron la 
Sala. 
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Acerca del primer punto, no creo que sea necesa- 
rio ni se deba insistir. La interdicción del Sr. Ray- 
gosa ha afectado cuestiones de familia, sobre las 
cuales es importante, lo más pronto posible, correr 
un velo. Además, el estado intelectual del incapa- 
citado se presta á' distintas apreciaciones: los mé- 
dicos más notables de México no han estado con- 
testes en sus dictámenes ; los abogados han hecho 
valer doctrinas diversas de medicina legal, y han 
analizado con criterio diferente las pruebas presen- 
tadas. 

En la oscuridad producida por esta reunión de 
opiniones, á veces contradictorias, nada extraño tie- 
ne que los jueces hayan caminado con paso incier- 
to y que sus resoluciones hayan tomado algo de la 
atmósfera de variedad en que estaban envueltas. 

Pero el segundo punto, sí creo que es convenien- 
te llevarlo ante el tribunal de la opinión pública, 
porque en ello está interesada la sociedad. La pena 
de costas no ha tenido efecto, pero esto no basta; 
es indispensable que un escándalo semejante, que 
una condenación tan injusta é infundada, no vuelva 
á tener lugar en los anales del Foro. Si se castiga- 
ra á los tutores porque sostenian los derechos desús 
representados, nadie en lo sucesivo querría admitir 
estos, cargos, y se encontrarían destituidos de au- 



xilio ajeno las personas que más necesidad tienen 
de él; los menores, los ausentes, los dementes, los 
idiotas y los sordo- mudos. Por otra parte, el fallo 
de segunda instancia, que impuso la condena, es 
debido á la prevaricación de dos ex- magistrados, 
y ya que en nuestra mala organización judicial no 
existe un superior ante quien pueda exigirse á estos 
la responsabilidad de sus actos, queda únicamente 
el recurso de denunciar su conducta arbitraria, pa- 
ra que, de esta manera, supliéndose el silencio de 
la ley, no se vuelva á admitir en los puestos de jus- 
ticia, sino á los que sean verdaderamente dignos, y 
el público no conceda su estimación sino á los que 
realmente la hayan merecido. 

Es tan importante arrancar la máscara á los fun- 
cionarios prevaricadores, que los lectores permiti- 
rán me extienda aquí en algunas reflexiones. 

El juez que por enemistad sacrifica sus opinio- 
nes, su religión y su conciencia, no solamente trai- 
ciona los deberes especiales de su empleo, traiciona 
á la sociedad, que se ha fiado en su probidad y que 
no admite otra causa impulsiva de un acto, que la 
justicia. 

El delito de este juez es uno de las más peligro- 
sos. Es posible, hasta cierto punto, evadirse de los 
ataques de un asesino 6 de un ladrón ; pero no se 



puede de los de un juez que acomete con la espada 
de la ley y despoja desde su gabinete. 

« 

Este juez llega á ser el último de los hombres, j 
la sociedad debe apresurarse á rechazarlo de su se- 
no; porque ejerciendo un ministerio augusto, llenan- 
do las más nobles funciones que la sociedad puede 
confiarle, ha descendido de este rango eminente, pa- 
ra hacerse el cómplice infame de la injusticia, que 
debería haber proscrito. 

Por estas razones, la legislación de todos los pue- 
blos ha sido bien severa para castigar á los jueces' 
ó magistrados corrompidos. Cambyse condenó á 
muerte á un juez convencido de iniquidad: se le de- 
solló, Y el hijo que reemplazó á su padre, fué obli- 
gado á sentarse sobre la piel del juez prevaricador. 
Darío mandó clavaren una cruz á un juez que habia 
cometido algunas faltas. Los griegos j los romanos 
decapitaron á los prevarícadores. Los códigos mo- 
dernos, el francés, el austríaco, el napolitano, el 
prusiano y otros, establecen para los magistrados 
culpables diversas penas de prísion, multa y degra- 
dación cívica. El decreto de 24 de Mayo de 1813 
impone al juez ó magistrado prevaricador la pena 
de privación del empleo é inhabilidad perpetua pa- 
ra obtener oficio ni cargo alguno, y la de pagar á 
la parte agraviada todas las costas y perjuicios. Fi- 



nalmente, nuestro Código penal declara delincuen- 
tes á los que dicten dolosamente una sentencia in- 
justa, y cuando esto acontezca en asunto civil, im- 
pone la destitución de empleo j la inhabilitación 
para ejercer la judicatura por un término de cuatro 
hasta diez años. Pero esta pena, como dije antes, 
no hay quien la aplique, y es preciso, por lo mis- 
mo, ocurrir á la opinión pública. 

Este mismo medio tuve que adoptar en Marzo de 
1874, cuando por haber recusado con causa en es- 
te propio negocio al Juez Escobar, la tercera Sala 
del Tribunal Superior, presidida por el Lie. Carlos 
M. Echenique, me condenó á una multa y á pagar 
personalmente las costas en un juicio en que en lo 
individual no era parte. Este inicuo fallo, que pro- 
bablemente el Lie. Echenique logró arrancar á la 
condescendencia ó impericia de sus compañeros de 
curul, prueba la razón que tuvo Fléchier, cuando 
dijo : '* que habia muy poca diferencia entre un juez 
malvado y un juez ignorante." 

Aunque mi ánimo no es ocuparme de la secuela 
del proceso, sin embargo, creo necesario decir que, 
desechada larecusacion con causa del Lie. Escobar, 
fué indispensable intentarla sin ella, porque con- 
vencido como lo estaba de la parcialidad del Juez 
3? en favor del demandante, parcialidad contra la 



que había protestado, no solo el Sr. Rayejosa> como 
preludio en su primera declaración, sino también la 
prensa en general y el Sr. García de la Cadena como 
pariente, curador y amigo del demandado, mi deber, 
ante toda consideración, era quitarle el conocimien- 
to del negocio, valiéndome para ello del único re- 
curso legal que me dejaba la ley. Los autos pasaron 
al Juez 4?, quien pronunció una sentencia definitiva, 
que además de no estar inspirada en las doctrinas 
de los discípulos de Esculapio, tiene el inconvenien- 
te de encontrarse en abierta oposición con lo pre- 
venido en el art. 521 del Código civil, el cual infrin- 
gió al declarar loco á perpetuidad á un individuo. 

Debia yo interponer la apelación, y la interpuse. 
El asunto se llevó ó tocó á la tercera Sala, compues- 
ta entonces de los Lies. Carlos M. Echenique, José 
M. Herrera y Ambrosio Moreno. 

Si se hubiera tratado de un negocio que me fuera 
personal, lo primero que hubiera hecho, como lo 
hacen siempre mis agentes ó apoderados, era recu- 
sar al Lie. Echenique, porque una experiencia larga 
y costosa, me ha probado hasta la evidencia su ma- 
la voluntad ó las alucinaciones á que se encuentra 
sujeto al fallar asuntos mios ó de otras personas de 
mi familia. Yo, que jamás he tenido negocio par- 
ticular chico ni grande con el Lie. Echenique, que 



9 

ni de vista le conocia, que hasta ignoraba que hu- 
biese tal abogado en el Foro, podría preguntarle 
con Juan Bautista Rousseau: 

pourquoi 

Faut-il qu'un haine farouclie 

Préside aux jiigements que vous lancez sur moif 

La recusación del Lie. Echenique daba lugar á 
que la maledicencia y mala voluntad se ejerciesen 
contra mí, diciendo que por prevenciones propias 
que no debian afectar un juicio en que no estaba 
personalmente interesado, eliminaba al Magistra- 
do que se decia era el más entendido que tenia la 
Sala. Esto se habría, propalado aunque no fuese 
cierto, porque las malas pasiones no buscan otras 
armas que las de la detractacion y la calumnia. 
Creí j creo que la conciencia es superior á todo fa- 
llo de los hombres: la mia me decia que no debia 
recusar á Echenique, y no lo recusé. Sabia á lo que 
me exponía no haciéndolo, pero ja he manifesta- 
do antes cuál es mi opinión respecto del deber, y al 
obrar de este modo, cumplí, en mi concepto, con 
el positivo que me imponía la ley. 

En cuanto al Lie. Herrera, declaro, bajo mi pa- 
labra de honor, que hoy mismo no le conozco ni de 
vista. 

La sentencia de segunda instancia, acordada en- 
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tre los Lies. Carlos M. Eclienique j José María 
Herrera, es la más inicua que registran los anales 
del Foro mexicano : por ella se me condena, como 
tutor del Lie. Raygosa, á pagar personalmente las 
costas, inventando la grosera calumnia de que con 
certeza de la justificación del fallo de primera instan- 
cia, interpuse el recurso de apelación. Esta decisión, 
que califico de inicua, por no encontrar adjetivo 
más fuerte que aplicarle, envuelve en sí una acción 
contraria á la probidad, á la equidad, á la justicia; 
es una injusticia excesiva, palpable; un acto de 
maldad, de ruindad, de malignidad, de malicia. Es 
naturalníente contraria á todos los preceptos de 
legislación antigua y moderna, encontrándose en 
pugna hasta con el sentido común más vulgar. 

Decretar la ruina de un ciudadano, porque en 
cumplimiento de la ley de su país se ve obligado 
á defender al desvalido, no cabe más que en la re- 
ligión y jurisprudencia Echenique- Herrera. Según 
este fallo, debe presumirse que si el Sr. Raygosa 
hubiese sido reintegrado en el goce de sus derechos, 
la condenación en costas no era á cargo de la Sra. 
Moneada de Raygosa, sino personalmente al de su 
apoderado Sr. Lie. D. José María Linares. 

Haciendo extensiva tan monstruosa doctrina á 
todos los negocios civiles, resultaría: que los abo- 
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gados, que no son otra cosa más que defensores, 
serian responsables de las costas personalmente, j 
esto con más apariencia de razón, porque además 
de ser peritos en derecho y legislación, son ellos, 
exclusivamente, los que por mandamiento de la ley 
dirigen los negocios judiciales. 

Si aplicamos esta extraordinaria jurisprudencia 
á los juicios criminales, es necesario preguntar á 
los letrados Echenique y Herrera ¿qué pena apli- 
carían á los abogados defensores de plagiarios, ho- 
micidas y ladrones, cuando con conocimiento pleno 
de la criminalidad de estos reos, se atreven á inter- 
poner recursos que van hasta el indulto, el amparo 
y la casación ? La respuesta, para que fuese lógica, 
tendría que ser atroz, porque ella no se limitaría á 
amordazar la defensa, sino á matarla. 

Con realidad de razón podria aplicarse una jurís- 
prudencia semejante, aumentada del pago de daños 
y perjuicios contra los jueces y magistrados cuyos 
fallos fuesen revocados en última instancia 6 anu- 
lados por casación, estableciendo al mismo tiempo 
un tribunal severo y justo que castigase la prevari- 
cación. De esta manera no se dictarían en lo sucesivo 
sentencias iguales á muchas de las que registran los 
archivos de nuestros tribunales. 

Con una lección severa respecto al procedimien- 
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to de los jueces, se evitaría, entre otros escándalos, 
el de que un defensor sea castigado por haber de- 
fendido á su representado ; por haber apelado de 
una sentencia que arrancaba á este la capacidad 
legal y sus derechos más preciosos j sagrados. 

Para proceder de manera tan in'egular no se ha 
tenido inconveniente en atrepellar el art. 2,210 del 
Código de Procedimientos, que dice: ^^No se exi- 
girá fianza á los tutores interinos, salvo el caso en 
que deban administrar bienes ; " lo cual quiere de- 
cir, que en los gastos del juicio de interdicción no 
debe resultarles ninguna responsabilidad. Este mis- 
mo sentido tienen los artículos 581 y 585 del Có- 
digo civil. También se atropello el artículo 657 del 
mismo Código, en que dice: ^^que deben abonarse 
al tutor todos los gastos hechos debida y legalmen- 
te, aunque de ellos no haya resultado utilidad al 
menor, si esto ha sido sin culpa del primero. " 

Aun en los casos de dolo ó fraude, quiere la ley 
que sea indispensable oirlos y vencerlos en juicio 
(artículos 241 y 243 del Código de Procedimientos). 

Desde luego se ve que, aun suponiendo que yo 
hubiera cometido alguna irregularidad, no podia 
ser condenado en costas, porque no siendo parte 
en el juicioy solo interviniendo en él como repre- 
sentante del incapacitado y no en nombre propio. 
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la ley que rige en nuestro país se opone abierta- 
mente á ello. Sin embargo, los Lies. Echenique y 
Herrera, creyendo que todo podia hacerse desde 
la altura de las sillas en que estaban sentados, iu- 
ventajon que yo, en compensación de un servicio, 
recibiera no solo las molestias, sino que sufragase 
todos los gastos; es decir, que fuera una especie 
de Edipo moderno, perseguido en el mismo bien 
que intentaba hacer. En una palabra, quisieron es- 
tablecer en la jurisprudencia de nuestros tribunales 
los argumentos de las antiguas tragedias griegas. 

Los Lies. Echenique y Herrera han de querer 
parapetarse en el Código de Procedimientos, el cual 
dice: "que la calificación de temeridad ó mala íé 
queda al arbitrio del juez:" si tal hicieren, es ne- 
cesario convenir en que no conocen el sentido de 
las palabras castellanas "arbitrio "y "arbitrario," 
ni en el sentido forense ni en el castizo castellano. 

Para que sirva de edificación á dichos Licencia- 
dos, voy á permitirme copiarles una doctrina, que 
no pueden tachar de desmolizadora, pues que data 
del año 1788; fué dada por un rey absoluto, y se 
encuentra en los Juzgados Militares de España é 

Indias, tomo HI, pág. 207. § 305: dice así: "Esta 

» 
voz (arbitrio) que tanto se usará en esta segunda 

parte, no quiere decir la libre y absoluta voluntad 
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del juzgador, sino un arbitrio regulado por su pru- 
dencia y circunstancias maduramente consideradas; 
j para que quede dicho de una vez, para la verda- 
dera inteligencia de esta voz arbitrio, es de advertir 
que su propio significado se entiende del arbitrio 
dimanado de las leyes y ordenanzas, prudencia y 
circunstancias del caso." 

El primer orador de la Cátedra católica, Juan 
Bautista Massillon, Obispo de Clermont y Acadé- 
mico, ha dicho: '^ C^ est prevanquer que de mettre 
son esprit h la place de celui de la loL " 

Voltaire, elogiando á un juez, ha dicho : ^^Cuando 
él juzgaba un negocio, no era él quien lo juzgaba, 
era la ley. " 

Podría agregar . muchas doctrinas semejantes; 
pero con lo dicho sobre las palabras arbitrio y ar- 
bitrario, me parece bastante : si los Lies. Echenique 
y Herrera no lo creen suficiente, pueden ocurrir al 
Diccionario de la lengua castellana. 

La sentencia que impugno, no solo fué contraria 
á los preceptos del derecho y legislación antigua y 
moderna, sino que también ataca abiertamente los 
arts. 5? y 22 de nuestra ley fundamental, pues que 
el primero manda que nadie pueda ser obligado á 
prestar trabajos personales sin la justa retribución; 
y á mí se me condenó, no solo á que hiciese esos tra- 
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bajos de balde, sino á que pagase por haberlos he- 
cho. El art. 22 dice: que queda para siempre abolida 
(entre otras cosas) la multa excesiva; y á mí se me 
imponía una de este género, con la sola diferencia 
de que no era en provecho del fisco, sino en bene- 
ficio de los que hablan litigado. 

El considerando en que quiso fimdarse el fallo 
dado por los Lies. Echenique y Herrera, sobre ser 
infundado y opuesto á la ley, reúne la circunstan- 
cia de ser ridículo y contradictorio. Si estos Licen- 
ciados creian que las diligencias de segunda instan- 
cia eran innecesarias, ¿por qué resolvieron que el 
facultativo D. Juan M. Eodriguez reconociese al 
Sr. Eaygosa? Para que pudieran defender de algún 
modo su sentencia, deberían haber pagado antes, 
de su bolsillo particular, los trescientos pesos que 
costó este reconocimiento ; pero querer que el tutor 
los pague cuando ellos tenian la convicción de que 
era innecesario, prueba, cuando menos, la falta de 
equidad más marcada. 

La primera Sala del Tribunal Superior de Jus- 
ticia del Distrito ha revocado la sentencia de se- 
gunda instancia, en el punto de costas que me con- 
cierne : evitado el perjuicio pecuniario, tal vez debe- 
ria yo haber guardado silencio. Así razonaria un 
egoísta que solo se cuidase de la privada utilidad. 
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Yo ya conseguí mi objeto; ningún daño se me 
ha causado. 

Pero estos Magistrados que tan inicuamente se 
portaron conmigo, pueden mañana volver á obte- 
ner algún empleo de importancia. Yo ya los conoz- 
co; procuraré no ser juzgado por ellos; pero el pú- 
blico. . . . ¡Cuántas injusticias pueden aún cometer- 
se! ... • ¡Cuántas arbitrariedades á la sombra de la 
autoridad! 

¿No vale más descorrer el velo? 

¿No vale más publicar los actos judiciales para 
que la administración de justicia pueda progresar? 

En nuestro país los tribunales han sido á veces 
dignos de crítica por la falta absoluta de estímulo : 
el bueno permanece oscurecido, el malo impune. 
Falta la justicia distributiva. Pues bien, que se ape- 
le al juicio de la sociedad honrada, y el llamamien- 
to tal vez no será en vano. 

Esta sociedad tiene un grande interés en descu- 
brir la prevaricación. 

El delito deberá probarse de un modo lógico, sir- 
viéndose del método moderno de la inducción. 

Con la exposición de los casos privados, con la 
observación de lo ocurrido en ellos, puede fácil- 
mente llegarse á una conclusión general. 

Así han procedido las ciencias exactas : sus leyes 
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las han tomado del examen detenido de los fenó- 
menos particulares. 

Estos actos no pueden proceder sino de ignoran- 
cia ó de mala fe. Yo he adoptado este último ex- 
tremo, porque la falta de saber no es fácil presu- 
mirla en hombres que han hecho largos estudios. 

Dos palabras antes de concluir. He visto en el 
Foro del dia 3 del corriente un comunicado sus- 
crito por cuarenta abogados, con motivo délas apre- 
ciaciones hechas en un comunicado anterior, sobre 
la conducta de los Lies. Echenique j Herrera al fa- 
llar en segunda instancia la cuestión de costas. Des- 
pués de lo dicho puede apreciarse debidamente las 
recomendaciones de integridad j de dignidad que 
se ha querido acordar á dichos Licenciados en el 
desempeño de la magistratura. Yo reputo dicho co- 
municado como las cartas de recomendación, que 
á nadie se niegan, y que en realidad no tienen nin- 
gún valor si no van acompañadas de otras de eré- 
dito, 6 si se quiere, como los papeles de conocimien- 
to que se acostumbra dar en México á los criados, 
haciéndose, por caridad mal entendida, cómplice 
de los ladrones. Víctima de esta caridad es uno de 
los señores Licenciados que firman el comunicado. 

He concluido. 

Mi sistema de publicidad es tal vez poco usado 



18 

en nuestro país. Por eso la justicia es aquí mal ad- 
ministrada. 

En las naciones de más adelantos no ha sucedi- 
do lo mismo. 

Beaumarchais denunció en sus memorias las tro- 
pelías del Consejero Goezman. 

Voltaire escribió al público sobre los negocios de 
Calas, del caballero La-Barre, de la viuda de Ge- 
nep, de la familia Verrón y otros varios. 

Tal vez esto contribuyó á la mejoría de los tri- 
bunales de Francia. 

Yo carezco del ingenio suficiente, y ¡ojalá tuvie- 
ra la pluma de estos grandes escritores ! Mas deseo 
que el ejemplo que doy, seguido por otros más ex- 
pertos, haga que desaparezcan de nuestros tribuna- 
les los actos odiosos ó infundados que tanto despres- 
tigian á la justicia; porque ésta, como dijoLacre- 
telle, es madre de la paz pública y del orden privado. 

México, Julio de 1877. 

José Gil de Partearroyo. 
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ce. Magistrados del Tribunal Superior del Distrito. 

Suplico al Tribunal se sirva revocar la senten- 
cia pronunciada por la tercera Sala en 30 de Di- 
ciembre del año anterior, en la parte en que perso- 
nalmente se me condena en las costas causadas 
en la segunda instancia. Cuya revocación es justa, 
como procuraré demostrarlo brevemente. 

El abogado á quien he encargado defienda los 
derechos del Sr. Lie. D. Felipe Kaygosa, en el in- 
forme que ha pronunciado en los Estrados de este 
Tribunal, se ha de haber ocupado en convencer y 
pedir la revocación de la sentencia indicada, no so- 
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lo en la parte en que confirmó la del inferior que 
declaró que el Lie, Raygosa quedaba sujeto al es- 
tado de interdicción absoluta, por no hallarse en el 
pleno y libre uso de sus facultades mentales, sino 
también en la parte que contiene el fallo suplicado, 
por la que en lo personal se me condena en las cos- 
tas causadas en la segunda instancia. 

De notoriedad el abogado habrá fundado jurí- 
dicamente, que esa resolución no puede, bajo nin- 
gún concepto, considerarse arreglada á derecho, y 
no dudo que los señores Magistrados están plena- 
mente convencidos de la justicia que me asiste, y 
de que haciendo uso de su notoria rectitud, justifi- 
cación é instrucción, tendrán á bien declarar que no 
soy acreedor á la pena que se me impone por la sen- 
tencia de la tercera Sala, relativa á que yo satisfaga 
de mi peculio las costas de la segunda instancia. 

Sin embargo de esto, he estimado por oportuno 
y conveniente formar unos ligeros apuntamientos 
en defensa de mi derecho, y con el fin de eviden- 
ciar, hasta donde me sea posible y alcancen mis co- 
nocimientos, nulos en verdad en materia de dere- 
cho, que no. soy acreedor á esa pena, bajo ningún 
concepto, y consignar aquí varios hechos que de- 
seo se tengan presentes al tiempo de ser fallado el 
punto á que me contraigo. 
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Nombrado por la autoridad judicial para desem- 
peñar un cargo personal de que ninguno puede exi- 
mirse, sino por causa legítima, de que carecía, no 
me quedó más recurso que aceptar. 

Sin caudal de conocimientos especiales relativos 
á dicho cargo, que por primera vez en mi vida se 
me confiaba, y resuelto á desempeñarlo con leal- 
tad, honradez j buena fe, traté de inquirir cuáles 
eran mis deberes. 

Ignorando la ciencia del derecho, mi primera idea 
fué buscar en el Diccionario de la lengua las pala- 
bras tutor j tutela^ j encontré que la primera desig- 
na la persona destinada primariamente para la de- 
fensa, y que el significado de la segunda es: ^^ ampa- 
ro, protección y defensa concedida por la ley a las 
personas que no puedan defenderse ni dirigirse/' 

Deseando afirmar mis ideas sobre este punto, 
ocurrí á un Diccionario de Legislación y Jurispru- 
dencia, por el cual supe que la palabra tutor viene 
de la latina iuerij que significa defender, ^^pues que 
efectivamente el tutor no es otra cosa que un de- 
fensor y protector del pupilo." En corroboración, 
cita el autor la ley I, título 18, part. 6, que declara 
sospechoso al tutor que no defiende al pupilo en 
juicio y fuera de él, mandando que por solo este 
hecho sea removido del cargo. 
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De estos antecedentes me pareció lógico deducir 
el siguiente consecuente: La misión principal, pree- 
minente, que debe ir por delante, como fundamento 
6 base elemental de todo, es la defensa: la adminis- 
tración de los bienes es completamente secundaria 
y se encuentra además cubierta con una fianza. 

La acción judicial que ejerce el tutor, toma orí- 
gen en un poder 6 procuración ordenada por la ley, 
y dada por el Juez, sustituyendo la falta de capa- 
cidad legal que tiene para darla la persona que debe 
ser representada en juicio. 

El tutor, como procurador judicial que sigue un 
pleito en nombre de otro, contrae la obligación de 
arreglarse á los límites de su poder, bajo las reglas 
y responsabilidad que imponen las leyes, no solo 
al tutor, sino al procurador y al mandatario. 

El Código civil, en su art. 486, dice: "Que en 
los juicios de interdicción se admitirán todos los 
recursos que las leyes conceden á Iqs de mayor in- 
terés; '^ y en el 487 previene: "Que mientras no se 
pronuncie sentencia irrevocable, la tutela interina 
debe limitarse á los actos de mera protección á la 
persona y conservación de los bienes del incapaci- 
tado." Es decir, á protegerlo, á ampararlo y defen- 
derlo enjuicio ó fuera de él, contra sus adversarios. 

El Código de procedimientos civiles, en su ar- 
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tíciilo 96, dice: ^^Que el procurador, aceptado el 
poder, está obligado á seguir el juicio por todas sus 
instancias, mientras no haya cesado en su encargo, 
así como también lo está á practicar, bajo la res- 
ponsabilidad que el Código civil impone al man- 
datario, cuanto sea necesario para la defensa de su 
poderdante ; arreglándose, si no tuviere instruccio- 
nes, á lo que exija la naturaleza é índole del juicio. " 

La naturaleza é índole del presente juicio, no 
pueden ser más graves, pues que se trata de la pri- 
vación de todos los derechos civiles y de familia, 
que indudablemente es de más entidad, considera- 
ción é importancia que la pena de la muerte civil, 
porque al desgraciado que se condena á esta pena, 
le queda, al menos, el amor, caricias y consuelos de 
su mujer é hijos. La muerte civil es, sin embargo, 
un castigo cruel, bárbaro é inhumano, que nuestra 
legislación no ha aceptado nunca y que las legisla- 
ciones que la admitían la han borrado de sus Có- 
digos, porque los sufrimientos que impone en vida, 
solo pueden ser comparados á los que, según los 
teólogos, sufren los reprobos después de su muerte. 

La gravedad de estas consideraciones aumenta 
al tratarse de aplicar esta pena moral á un abogado 
ventajosamente conocido en el Foro mexicano; que 
ha ocupado puestos distinguidos, entre ellos, los de 
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diputado, tanto en el Congreso de su Estado, como 
en la Representación Nacional, j del que nadie lia 
diclio hasta hoy, ni puede decir con fundamento, 
que se encuentre poseído de idiotismo ó estolidez, 
porque es público y notorio que le afecta tan fuer- 
temente la posición lamentable en que se le ha 
colocado, que no satisfecho de los trabajos de la 
tutela, se le ha visto en los Estrados del Tribunal 
Superior defenderse de tal manera, que la misma 
sentencia de segunda instancia conviene en que 
tuvo rasgos ó trozos de defensa que califica con el 
epíteto de lucidos ; es decir, brillantes, esplendoro- 
sos, claros, fundados enjuicio. 

Mas aun suponiendo el caso de que se hubiese 
dicho y acusado al Sr. Lie. D. Felipe Raygosade 
idiota 6 imbécil, y aun suponiendo también que lo 
fuera, las prescripciones no varian para la tutela, 
porque el artículo 469 del Código civil, dice: '' Que 
todas las disposiciones establecidas para el juicio 
de interdicción de los dementes, regirán para los 
de los idiotas, imbéciles y sordo-mudos." 

El tutor, pues, ha podido y debido apelar de la 
sentencia de primera instancia, como ha podido y 
debido interponer el recurso de suplica, respecto de 
la sentencia de segunda ; y si no lo hubiera hecho 
así, habria cometido un prevaricato, abandonando 
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el interés del Sr. Lie. D. Felipe Eaygosa, que la ley 
le confió, por favorecer el de sus adversarios. Un 
tutor que obrase de una manera tan desleal ; que se 
conformase con el fallo de un juez de primera ins- 
tancia, á quien nadie ha declarado infalible; que 
abandonase no solo los recursos que la ley le con- 
cede, sino que infringiese los mandatos que dicha 
ley le hace, seria digno, no del castigo de separa- 
ción por sospechoso, que es el que ordena nuestra 
legislación, sino hasta del que imponian los persas 
á los prevaricadores. 

La sentencia de segunda instancia me condena 
personalmente en las costas causadas en dicha ins- 
tancia, considerando que con conocimiento pleno 
de la incapacidad del Sr. Lie. Eaygosa y de la jus- 
tificación del fallo, interpuse el recurso de apela- 
ción y promoví diligencias costosas. 

Nada puede presentarse más erróneo que los ftm- 
damentos de este Considerando. Yo no puedo te- 
ner conocimiento pleno de la capacidad ó incapa- 
cidad del Sr. Eaygosa, porque nunca he tenido con 
él las más mínimas relaciones; jamás se ha cruza- 
do entre el y yo una sola palabra; jamás me ha es- 
crito una sola letra; jamás me ha dirigido un solo 
saludo. Esto último consta á los ciudadanos Ma- 
gistrados que componen la tercera Sala, como tam- 
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bien les consta que, en concepto del Lie. Eaygosa, 
soy un tutor farisaico, pues me juzga, y no sin fun- 
damento de razón, agente de sus adversarios; por 
esta causa, durante el juicio de interdicción me he 
visto obligado á valerme de diversas personas para 
que le figuren préstamos, á fin de que reciba algu- 
nas, cantidades, y cuando estas personas no han que- 
rido ó podido seguir con mi encargo, el Lie. Eay- 
gosa ha preferido carecer de su pensión alimenti- 
cia, á tener que venir á pedírmela, porque me cree 
bajo la influencia y dominio del Sr. Lie. Linares, 
apoderado de la Sra. Moneada. En las cuentas anua- 
les de la tutela que corren en autos, se encuentra 
la prueba de la repugnancia 6 resistencia del Lie. 
Eaygosa; en ellas aparece que primero el Sr. D. Mi- 
guel Eul y después el Sr. Lie. D. Emilio Monroy, 
han tenido la bondad de aceptar la comisión refe- 
rida, y también constan los trascursos de tiempo en 
que el Lie. Eaygosa ha carecido de la cantidad que 
se le señaló para alimentos, por no pedírmelos, y 
porque yo no tenia á quien confiar se los ministra- 
se, pues que se necesitaba no solo persona segura, 
sino que inspirase al Sr. Eaygosa la confianza de 
no ser agente mió. Este encargo lo ha desempeña- 
do también y lo desempeña aún el Sr. Lie. D. Fran- 
cisco de Paula Tavera. 
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En vista de estos hechos que son innegables, sor- 
prende se me atribuya el conocimiento pleno de la 
incapacidad del Sr. Eaygosa, aun cuando se me 
considera con la ciencia patológica de un Pinel, de 
un Virey (5 de un Fossati ; porque para calificar una 
enfermedad de este género, se necesita, según el 
respetable D». Clément, y los demás facultativos 
que han examinado al Sr. Raygosa, tiempo, estu- 
dio y trato inmediato y prolongado del paciente. Si 
yo no me he hallado bajo estas condiciones favo- 
rables, y si además carezco de los conocimientos 
necesarios en patología para calificar esta enferme- 
dad, jcómo puede atribuírseme por la sentencia se- 
mejante persuasión? Por otra parte, mis relaciones 
con los señores magistrados que componen la ter- 
cera Sala, son nulas; los conozco simplemente de 
vista, y eso por la circunstancia de haber tenido que 
presentarme una vez ante el C. Echenique para ar- 
ticular unas posiciones en este juicio, al ciudadano 
Juez 3^, y dos ó tres ocasiones ante el Tribunal uni- 
do, con motivo del reconocimiento en la prueba de 
segunda instancia. Ni la primera vez, iji las subse- 
cuentes, he tenido el honor de dirigir una sola pa- 
labra á dichos ciudadanos Magistrados, pues aun 
mi saludo ha sido de acatamiento. ¿Cómo es posi- 
ble, en vista de esto, que la mayoría de la tercera 
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Sala haya podido juzgar cuál es mi convicción ín- 
tima respecto de la capacidad ó incapacidad del Sr. 
Eaygosa, si nunca me ha oido pronunciar una sola 
palabra, y si tampoco consta en autos que yo la ha- 
ya pronunciado sobre este asunto ? 

Además, la misión del tutor no es la de calificar 
la enfermedad; si así fuera, la ley mandarla que se 
encargarse de la tutela un médico especialista, y no 
permitirla por ningún motivo, que un hombre que 
toda su vida ha sido militar, pudiese desempeñar 
el cargo de tutor en el caso ; porque esto equival- 
dría á encargar al Director de la Escuela de Medi- 
cina que determinase cuál era el mejor método de- 
fensivo que debe adoptarse en la Eepública para cu- 
brirse de una invasión extranjera, (5 cualquiera otro 
problema de la ciencia militar. 

De lo dicho se infiere que la opinión del tutor, 
aun cuando se suponga, sin conceder, que es como 
dice la sentencia, es nula y de ningún valor, por- 
que ni es perito, ni la ley le ha confiado este encar- 
gs, sino el de seguir el procedimiento defendiendo, 
hasta que la justicia, con todas las solemnidades de 
un juicio grave, falle de una manera irrevocable. 
El mismo Considerando dice : que con conocimien- 
to de la justificación del fallo, promoví el recurso 
de apelación. No comprendo por qué la sentencia 
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me juzga con los conocimientos necesarios para ca- 
lificar el fallo que en derecho da un Juez de prime- 
ra instancia, porque para esto seria necesario que 
yo fuese perito, no solo en legislación j jurispru- 
dencia, sino que tuviese, además, la práctica indis- 
pensable. De otra manera, mi calificación probaria 
mi petulancia y mi falta de conciencia, pero de nin- 
gún modo formarla autoridad, porque los fallos de 
la ignorancia no pueden formarla, y yo me consi- 
dero, sin ninguna especie de modestia, completa- 
mente ignorante para fallar en asunto tan delicado 
y de tanto interés para la persona cuya tutela la ley 
me encomendó. La verdad es, que yo no me ocupé 
más que de la parte resolutiva de la sentencia de 
primera instancia; que creí que tenia el deber de 
apelarla, y que por tal razón la apelé ; que no me 
impuse el trabajo de leer los autos, porque creo que 
esto no es de mi incumbencia, por la sencillísima 
razón de que la dirección del negocio judicialmen- 
te, es del resorte de un abogado, con arreglo á lo 
prevenido en el art. lOTdel Código de Procedimien- 
tos civiles, y de acuerdo con él, lo he encargado al 
Letrado que ha merecido mi confianza. 

Se hace cargo al tutor en la sentencia, de que con 
ee»sentimiento pleno de la justificación del fallo, 
interpuso el recurso de apelación ; y ciertamente no 
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ha podido hacérseme semejante cargo y fundar con 
él la obligación que se me impone, de que sea de 
mi cuenta personal el pago de las costas; porque en 
efecto, la Sala, compuesta de personas notoriamen- 
te ilustradas en la difícil y complicada ciencia del 
derecho, no tuvieron, antes de pronunciar senten- 
cia, el convencimiento pleno de la justificación del 
fallo de primera instancia, puesto que creyó, lo mis- 
mo que el señor Fiscal, nombrar al médico C. Juan 
M. Eodriguez, para formar opinión sobre el estado 
civil del Sr. Lie. Eaygosa; y esto acredita de una 
manera indudable que los ciudadanos Magistrados 
que forman la tercera Sala del Tribunal Superior, 
sin embargo de sus notorios conocimientos, no te- 
man la plena convicción de la justificación del fallo 
de primera instancia. Pues si esto es así, porque es- 
tá apoyado en constancias de autos, ¿cómo ó con 
qué aparente razón ha podido suponer la sentencia 
suplicada, que yo apelé de ella, sin embargo de te- 
ner absoluta convicción de ser justificado el fallo de 
primera instancia? De ningún modo, cuando por 
ningún capítulo y bajo ningún concepto, puede su- 
ponerse en mí, no digo mayores, pero ni iguales co- 
nocimientos en Jurisprudencia, que los que poseen 
los ciudadanos Magistrados de la tercera Sala. 
Eesulta, pues, que el fundamento en que estriba 



31 

la sentencia suplicada, para que sean de mi res- 
ponsabilidad las costas de la segunda instancia, 
consiste en un hecho que desde luego no aparece 
comprobado en autos, y por lo tanto, que no hay 
mérito para que subsista la decisión que impugna. 

Dícese que he promovido diligencias costosas, 
que no es justo ni equitativo que sean á cargo del 
Sr. Eaygosa; lo cual quiere decir terminantemente 
que dichas diligencias eran innecesarias. Veamos 
cuáles son estas diligencias. En primera instancia 
pedí que dos médicos reconociesen al Lie. Eaygo- 
sa, porque no se habia dado cumplimiento á los 
artículos 458 y 459 del Código civil; y yo pensé 
que debia darse: el C. Juez 3? creyó conveniente au- 
mentar el número de facultativos, y de hecho lo 
aumentó, lo cual estaba en sus facultades, y no es 
culpa mia. En segunda instancia pedí un recono- 
cimiento pericial, proponiendo dos médicos, que es 
el mínimum que ordena el Código : la tercera Sala 
del Tribunal Superior nombró un tercer médico, que 
es el que ha cobrado más caro, pues cobró trescien- 
tos pesos, que casi iguala á la suma de los honora- 
rios que se pagaron á los facultativos NúñezyBuen- 
rostro. 

Si yo hubiera querido hacer gastos, habria usado 
de la latitud que me conceden los artículos 462, 
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463 y 464 del Código civil, pidiendo, en virtud de 
ellos, que se nombrasen dos facultativos para asis- 
tir y observar al Sr. Eaygosa, á fin de poder pre- 
sentar la certificación anual de ellos sobre el estado 
del supuesto incapacitado. Esto sí habria causado 
costas enormes, pues que el trabajo de dichos facul- 
tativos hubiera abrazado un espacio de tres años. 
No lo propuse así, porque creí precisamente que 
estos gastos eran innecesarios, y porque entendí 
que me salia del espíritu y letra del art. 462 del 
Código civil. 

Mi deseo de disminuir las costas, y aun de ahor- 
rárselas á la sociedad conyugal, se comprueba en 
autos, con hechos repetidos, de los que me permi- 
tiré señalar los siguientes : 

Primero : la cuenta presentada por el C. Lie. Juan 
Eodriguez de San Miguel, que observada por mí 
como excesiva, no tuvo otra respuesta del Juzgado 
que la de que me estuviera á lo mandado, conmi- 
nándome, si no la satisfacía en el término de vein- 
ticuatro horas, á pagar personalmente una multa 
de cincuenta pesos. 

Segundo : las cuentas de los médicos de primera 
instancia las observé, manifestando que los hono- 
rarios que cobraban eran nmy superiores á los seña- 
lados por la tarifa: también entonces fui desairado. 
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Persuadido de que lo mismo sucedería en los ca- 
sos que se presentasen en lo sucesivo, y que mi 
buen deseo en este punto no traería otro resultado 
que el de malquistarme con las personas que pre- 
sentaban cuentas, sin producir ventaja alguna á la 
sociedad conyugal, me limité en la cuenta subse- 
cuente que se me pasó, á protestar que no hacia 
observaciones por este motivo ; y en efecto, así lo 
hice. 

Mi conato por ahorrar costas se manifiesta más 
de una vez en los autos. Si se examina, por ejem- 
plo, el expediente relativo á la compra de aguas 
de Teponancingo, se verá que por ahorrar á la so- 
ciedad conyugal el pago de un perito agrimensor, me 
tomé la molestia de hacer personalmente la medi- 
ción de las aguas, operación laboriosa y molesta en 
todas ocasiones, pero mucho más cuando es prac- 
ticada en el mes de Diciembre de 1873, en las mon- 
tañas del Ixtlazihuatl, bajo un invierno rígoroso. Mi 
salud se resintió de ella hasta el grado de obhgarme 
á detener ocho dias más para reponerme, y sin em- 
bargo de que tenia derecho á cobrar honorarios por 
estos ocho dias, manifesté que no los cobraba. 

Consta también en autos, que autorízado para 
presupuestar las reparaciones que necesitaban las 
oficinas de la hacienda de San Felipe, me tomé el 
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trabajo de hacerlo por mí mismo, sin ocupar perito 
alguno, lo cual prueba hasta la evidencia que mi 
empeño ha sido siempre de ahorrar costas á la so- 
ciedad conyugal. Si se examinan los gastos de ad- 
ministración, se verá también que ni un solo mes 
han llegado á la cantidad que fijó el Juzgado. 

La sentencia me atribuye, sin embargo, un sen- 
timiento contrario. Examinemos si hay un móvil 
que pueda dar lugar á esta acción. ¿Podrá atri- 
buírseme el deseo de aumentar las costas por ga- 
nar los honorarios judiciales que señala el Código 
en su art. 559? Esta idea es inadmisible, porque 
desde la Suprema Corte de Justicia hasta el últi- 
mo Juzgado menor, se sabe que para todos mis ne- 
gocios judiciales tengo agentes expensados que los 
sigan, sin que se pueda presentar una sola excep- 
ción á esta regla. He querido seguir personalmente 
este negocio, porque en él represento intereses aje- 
nos, que cuando se me confian acostumbro ver con 
más cuidado y empeño que los mios propios; si no 
fuera así, lo hubiera confiado á un apoderado. 

Hay otro punto al cual se puede atribuir el em- 
peño en aumentar costas; me contraigo á la ma- 
lignidad de espíritu que envuelve la falta de bon- 
dad, de probidad, de justicia, y la inclinación á 
hacer mal. Esto puede atribuirse á un malvado, y 
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yo no descenderé hasta degradarme, defendiéndo- 
me de tal inculpación, porque los antecedentes de 
mi vida pública y privada la desmienten comple- 
tamente, 6 mejor dicho, no la hacen admisible. El 
hombre cuya probidad ha sido calificada muy sa- 
tisfactoriamente por el ciudadano más ilustre que 
ha tenido México desde su emancipación á la fe- 
cha, que ha sido honrado por tan eminente patrio- 
ta con confiarle la cartera de Guerra en las circuns- 
tancias difíciles por que pasó la Eeforma, no puede 
descender á esta clase de terreno. 

La condenación en costas al que no ha sido par- 
te en el juicio, sino que únicamente ha tenido el 
cargo de representar á otro, es, CC. Magistrados, 
abiertamente opuesta á la letra de la ley, á su es- 
píritu, y aun á lo que aconseja el buen sentido, á 
la conveniencia púbhca y á la misma institución de 
la tutela. 

Lo primero se demuestra fácilmente, porque no 
hay más que recordar el objeto, entre otros, que 
ha tenido la ley para mandar que el juez al sen- 
tenciar un juicio condene en las costas al litigante 
que lo ha hecho con temeridad, y consiste en in- 
demnizar al colitigante de los gastos que se ha vis- 
to en la precisión de erogar por la malicia y mala 
fe de su contrario ; y además es una pena que tiene 
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por fin el retraer á los pleiteantes de promover jui- 
cios temerarios é injustos. Siempre j constante- 
mente ha sido esta la práctica observada en los Juz- 
gados y Tribunales, sin que jamás se haya dado el 
caso de que sea condenado en costas personalmen- 
te el tutor 6 el procurador, porque nunca se ha su- 
puesto temeridad, malicia 6 mala fe en aquellos, y 
porque estos personalmente nada son en los juicios; 
no representan derechos propios, sino ajenos, quie- 
nes sacan todo el provecho de obtener en un jui- 
cio, mientras que el tutor ó el procurador no tie- 
nen otro derecho que el de cobrar honorarios por 
el trabajo impendido. 

Los arts. 210, 211 y 212 del Código de Proce- 
dimientos son decisivos, precisos y perentorios para 
el caso presente, y no se concibe cómo con presen- 
cia de esas disposiciones, personalmente se me haya 
condenado en las costas, por la sentencia de vista. 

El primero de dichos artículos establece, que: 
^' Cada parte será inmediatamente responsable de 
las costas que origínenlas diligencias que promue- 
va: en caso de condenación en costas, la parte con- 
denada indemnizará á la otra de todas las que hu- 
biere anticipado." 

Ese artículo se refiere y contrae á la parte; y á la 
verdad, que al tutor personalmente no se le ha te- 
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nido ni se le tiene como parte, sino en representa- 
ción del menor ó del incapacitado: por consiguien- 
te, conforme á ese artículo, en caso de condenación 
de costas, lo será el menor y nunca el tutor. 

El segundo de dichos artículos previene : * ^Cuan- 
do un litigante proceda con temeridad ó mala fé, 
será condenado al pago de las costas que causó su 
contrario." Por ventura, ¿al tutor se le puede dar, 
jurídicamente hablando, el nombre de litigante ? 
Jamás. El Diccionario deEscriche define al litigan- 
te en estos términos: *^ El que disputa enjuicio con 
otro sobre alguna cosa, ya sea como actor ó deman- 
dante, ya como reo 6 demandado ; " y luego agrega : 
^^Todo litigante que no tiene justa causa para htigar, 
se llama: litigante temerario/^ jes condenado en las 
costas que causó á su contrario, pidiéndolas este." 

Supuesta la definición de la palabra litigante, de 
notoriedad no puede aplicársele al tutor que litiga, 
no en nombre propio, sino en el del menor ó del in- 
capacitado. He aquí por qué la tercera Sala no ha 
debido condenarme en las costas de la segunda ins- 
tancia, por la sencilla razón de que yo, es decir, Jo- 
sé Gil Partearroyo, no soy actor ó demandado, y no 
siéndolo, bajo ningún aspecto debo sufrir esa pena. 

El tercer artículo deja al juicio del juez la califi- 
cación de la temeridad ó mala fe, pero siempre ba- 
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jo el concepto de que la calificación indicada sea 
de acuerdo con lo mandado en los dos artículos an- 
teriores 210 y 211, esto es, debe recaer respecto de 
la parte que litiga, j además la expresada califica- 
ción tiene necesariamente que estar basada en he- 
chos constantes de autos, j no en suposiciones, por- 
que para que se declare que un litigante ha proce- 
dido con temeridad j mala fe, ha de aparecer así 
de un modo claro y manifiesto, circunstancias que 
no concurren en mí, porque ni soy la parte ni he 
procedido con temeridad apelando de la sentencia 
de primera instancia ; teniendo á mi favor, sobre no 
ser justa y arreglada á derecho aquella, la opinión 
de la minoría de la Sala, que no estuvo por la con- 
firmación del referido fallo. 

He demostrado que la sentencia suplicada en la 
parte que me condena personalmente en las costas 
de la segunda instancia, no es conforme á la ley, 
que en ningún caso previene sea condenado á su 
pago el que no es parte, el que no litiga, sino solo 
los que tienen esos caracteres, que ciertamente no 
concurren en el tutor. 

He dicho que la resolución á que me contraigo 
es contraria á lo que aconseja el buen sentido, á la 
conveniencia pública y á la misma institución de la 
tutela. En efecto, ciudadanos Magistrados, si se He- 
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ga á ejecutoriar, como no lo espero de la rectitud 
y notoria justificación de la Sala, que el tutor haya 
en algún caso de ser condenado en las costas cau- 
sadas en un litigio defendiendo al menor 6 al inca- 
pacitado, resultaría que seria penado el que no te- 
nia interés en el juicio, quedando libre de dicha pena 
el que única y exclusivamente tiene interés, le da- 
ña 6 aprovecha la sentencia: como este procedi- 
miento es abiertamente opuesto á la razón, se in- 
fiere que lo es igualmente la resolución de la ter- 
cera Sala condenando al tutor del Sr. Lie. Kaygosa 
en las costas y gastos que se han causado en bene- 
ficio del mismo Licenciado. 

La expresada resolución es contraria á la conve- 
niencia pública, porque desde luego se presenta el 
inconveniente de que nadie se prestaría en lo suce- 
sivo á aceptar el cargo de apoderado judicial, si sa- 
be que, sin filudamente alguno y solo por suposi- 
ciones extrañas á los autos, puede ser condenado 
en las costas de un litigio en que el verdadero in- 
teresado, el que si hubiera triunfiído obtendría toda 
la utilidad, quedaba libre de todo gasto. 

Esta consideración sube de punto y es más gra- 
ve, si se trata del caso de la defensa de un menor, 
de un incapacitado 6 de un ausente, porque de se- 
guro no se encontrará quien acepte un cargo en el 
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que, después de todas las responsabilidades de la ley, 
tiene que exponerse á que defendiendo á un menor 
en un negocio, se le condene en las costas porque 
apeló de una sentencia que en concepto de la ma- 
yoría de la Sala, era justificada; por consiguiente, la 
condenación de costas que se me impone, es contra- 
ria á la conveniencia pública y lo es á la institución 
de la tutela, porque retraerá, con razón y justicia, 
admitir un cargo, que no solo trae consigo las pena- 
lidades propias de él, sino también la que la tercera 
Sala quiere que recaiga en mí, porque he defendido 
al Sr. Lie. Kaygosa con buena fe, y porque si apelé 
de la sentencia de primera instancia, es porque así 
lo estimé justo, conveniente, de acuerdo con mi con- 
ciencia y cumpliendo coh lapro testa que hice al acep- 
tar el cargo de desempeñarlo fiel y lealmente. 

Las consideraciones que dejo apuntadas, acredi- 
tan concluyentcmente que el fallo de segunda ins- 
tancia, en la parte en que me condena personal- 
mente en las costas, es contrario á la ley, á la razón, 
á la conveniencia pública y á la propia institución 
de la tutela; y por lo tanto, suplico á la Sala se sir- 
va resolver de entera conformidad como tengo pe- 
dido, confiando en su acreditada justificación. 

México, Junio 17 de 1876. 

José G. de Partearroyo. 
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SENTENCIA. 

Vistos los autos promovidos por el C. Lie. José 
Linares, apoderado de la Sra. J)^ Manuela Monea- 
da, contra el C. Lie. Felipe Raygosa, sobre inter- 
dicción del mismo ; la sentencia de veintinueve de 
Julio de mil ochocientos setenta j cuatro, en que 
el ciudadano Juez 4^ de lo civil, por las considera- 
ciones que expone j teniendo presentes los artícu- 
los 476 y 225 del Código civil; los 572, 793, 794 
j 796 del Código de Procedimientos; las leyes 32 
y 40, tít. 16, Part. 3^; la doctrina de Caravantes en 
su ley de enjuiciamientos civiles, lib. 2?, núm. 929, 
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y Escriche, "Diccionario de Legislación," palabra 

"Peritos;" '. 

vista la sentencia de 30 de Diciembre de 

1875, en que la tercera Sala de este Superior Tri- 
bunal, por las consideraciones y fundamentos lega- 
les que expresa, confirmó la de primera instancia, 
condenando personalmente al tutor en las costas cau- 
sadas en la segunda; la súplica interpuesta por el 
mismo tutor, C.José Gil dePartearroyo,deesa sen- 
tencia, que le fué admitida por auto de 15 de Ene- 
ro del año próximo pasado 1876, señalándose el 

término de tres dias para continuarla 

Considerando, en cuanto al tutor interino, 

que sus gestiones en defensa del Lie. Kaygosa, le- 
jos de ser indebidas y temerarias, son legítimas y 
quizá hasta obligatorias, supuesto que no es facul- 
tativo para juzgar por sí mismo del estado mental 
del repetido Lie. Eaygosa, ni ha habido absoluta 
conformidad en los juicios que á este respecto han 
emitido los peritos, ni aun pudiendo juzgar por sí 
mismo, y suponiendo que todos los que han reco- 
nocido al Lie. Raygosa estuvieren conformes en la 
calificación de su estado mental, no pudo ni debió 
dejar de intentar todo género de recursos en defen- 
sa de este, porque no disponía de cosa propia para 
poder conformarse con la sentencia de primera ins- 
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tancia, cuando el Código concede, y con razón, los 
que tenga el negocio de mayor interés (artículo 
citado). Por todas estas consideraciones, y con fun- 
damento de los artículos del Código civil, antes 
citado, se reforma la sentencia de segunda instancia 

y se declara 

...... 6^ Se absuelve al tutor interino D. José 

Gil de Partearroyo, de la condenación en costas 
que en lo personal le. impuso la sentencia de se- 
gunda instancia 

Hágase saber, y con testimonio de la pre- 
sente, remítanse los autos al Juzgado de su origen, 
y con igual testimonio el Toca de la respectiva 
Sala. Así por unanimidad en los puntos primero, 
segundo, SEXTO, sétimo, octavo y noveno, y por 
mayoría en los puntos tercero, cuarto y quinto, lo 
proveyeron los ciudadanos Presidente y Magistra- 
dos que forman la primera Sala del Tribunal Su- 
perior de Justicia del Distrito, y firmaron. — J. M. 
Castillo Velasco. — Miguel Castellanos Sánchez. — 
Víctor Méndez. — Eduardo Castañeda. — Amado 
Osio, — Marcial Aznar, Secretario. 



